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EL DICTAMEN DE LA JUNTA DE CALIFICACION DE INVALIDEZ COMO PRUEBA DENTRO DEL PROCESO JUDICIAL. La Sala de Casación Laboral por medio de las sentencias de 29 de junio de 2005 radicación Nº 24.392, 30 de agosto de 2005 radicación Nº 25.505 y SL 5622 de 9 de abril de 2014 radicación Nº 52.072, ésta última con ponencia de la Magistrada Clara Cecilia Dueñas Quevedo ha enseñado que el dictamen emitido por una Junta de Calificación de Invalidez no es la prueba “calificada y exclusiva” para determinar la disminución de la capacidad laboral, el origen de la calificación y la fecha de estructuración de la misma, pues dicha prueba realmente es un experticio que la ley estableció que fuera practicado por unos determinados entes, sin que constituya en si una prueba solemne.

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ 

AUDIENCIA PÚBLICA

En la fecha, siendo las tres y treinta minutos de la tarde (3:30 pm), conforme se programó en auto anterior, la Sala de Decisión Laboral Nº 3 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira y su Secretario, se declara en audiencia pública con el propósito de absolver el grado jurisdiccional de consulta de la sentencia proferida por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito el 23 de mayo de 2016 dentro del proceso ordinario laboral iniciado por el señor ALVARO ZAPATA GONZALEZ contra la Junta Nacional de Calificación de Invalidez e ING hoy PROTECCIÓN S.A, donde fue vinculada la JUNTA REGIONAL DE CALIFICACIÓN DE INVALIDEZ DE RISARALDA, cuya radicación corresponde al Nº 66001-31-05-003-2010-01132-01.

ANTECEDENTES
Pretende el señor Alvaro Zapata González que la justicia laboral declare la nulidad del dictamen emitido por la Junta Nacional de Calificación de Invalidez el 26 de marzo de 2010 y como consecuencia se reconozca que tiene más del 50% de pérdida de capacidad laboral de origen común.

El fundamento de tales pretensiones descansa en que fue calificado por la Junta Nacional de Calificación de Invalidez con un 47.75% de pérdida de la capacidad laboral, estructurada el 22 de abril de 2010; que para rendir su dictamen esa entidad consideró diagnósticos como “Hipoacusia Neurosensorial sin otra especificación, trastorno de ansiedad –no especificado, otros trastornos de la función vestibular”; que dejaron de considerarse otras patologías como “Síndrome Vertiginoso Severo, Hipoacusia Neurosensorial bilateral, trastorno vestibular mixto”  al igual que otros hallazgos médicos como “alteraciones digestivas, trastornos del sueño, disminución de la libido sexual y trastorno de irritabilidad”; que al ser valorado por la Junta Regional de Calificación de Invalidez calificó la gastritis crónica que padecía, con un porcentaje de 4%, pero al ser valorado por su homónima nacional no fue considerado dicho porcentaje.

Indica que de acuerdo con el manual único de calificación el Trastorno adaptativo y depresivo debió calificarse con 10%; la hipoacusia neurosensorial bilateral con un 5%; el trastorno vestibular mixto con 15% y Gastritis Crónica y minusvalía con 20%, valores que al ser sumados arrojan como total de pérdida de la capacidad laboral el 50% que reclama mediante esta acción laboral.

Por su parte la Junta Nacional de calificación de Invalidez al dar respuesta a la demanda –fl 210 a 234-, admitió los hechos relacionados con la calificación de pérdida de la capacidad laboral y las patologías consideradas en el  dictamen; frente a los demás supuestos fácticos adjuno que no eran ciertos o que no tenía la calidad de tales.  Se opuso a las pretensiones y formuló como excepción previa la de “Falta de integración del litisconsorcio necesario respecto a la administradora del FONDO DE PENSIONES” y como de mérito “LEGALIDAD DE LA CALIFICACIÓN DADA POR LA JUNTA NACIONAL DE CALIFICACIÓN DE INVALIDEZ”; “LA VARIACIÓN EN LA CONDICIÓN CLÍNICA DEL PACIENTE CON POSTERIORIDAD AL DICTAMEN DE LA JUNTA NACIONAL EXIME DE RESPONSABILIDAD A LA ENTIDAD”; “CARENCIA DE FUNDAMENTO LEGAL – TÉCNICO – MÉDICO – CIENTÍFICO”; “FALTA DE LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA POR PASIVA: INEXISTENCIA DE PRETENSIONES DE CONDENA RESPECTO A LA JUNTA NACIONAL”; “BUENA FE DE LA PARTE DEMANDA” y “GENÉRICA”.

A su turno, la Administradora de Fondos de Pensiones y Cesantías ING S.A. dando respuesta a la demanda –fls.285 a 314- manifestó que es cierta la valoración realizada al señor Alvaro Zapata Gonzalez por parte de la Junta Nacional de Calificación de Invalidez, el porcentaje de pérdida de la capacidad laboral, la fecha de estructuración y las enfermedades consideradas; frente al origen de la discapacidad indica que éste es profesional y en tal virtud solicitó la vinculación a la litis de la ARP a la que se encontraba afiliado el actor; los demás hechos afirmó que eran ciertos. Se opuso a las pretensiones dirigidas en su contra y formuló las excepciones de mérito de “BUENA FE”, “COMPENSACIÓN”, “CONFLICTO JURÍDICO EXCLUYENTE”, “INEXISTENCIA DE CAUSAL DE NULIDAD” y “ORIGEN DEL RIESGO PROFESIONAL”.

Al tiempo que dio respuesta a la demanda, presentó escrito con el fin de que fuera llamada en garantía Seguros Bolívar S.A., compañía con la que tiene suscrita una póliza previsional de invalidez y sobrevivencia.
Admitido el llamamiento en garantía y notificada la aseguradora, ésta dio respuesta a la acción –fls 374 a 386- aceptando solo los hechos relacionados con la calificación de la pérdida de capacidad laboral, su porcentaje, la fecha de estructuración y las enfermedades tenidas en cuenta en tal valoración, difiriendo única y exclusivamente en relación con el origen de la discapacidad, pues afirma que éste es profesional de acuerdo con lo determinado por el Departamento Técnico de Salud Ocupacional de Saludcoop.  Se opuso a las pretensiones y formuló como excepciones las de “Cumplimento de las obligaciones legales por parte de ING S.A. y también de Compañía de Seguros Bolívar S.A.”; “Falta de requisitos para acceder a la pensión de invalidez y por lo mismo la inexistencia del derecho”; “Buena fe de la Compañía de Seguros Bolívar S.A.”; “Compensación”; “Excepción de límite de responsabilidad”; “Cobro de lo no debido”; “Inexistencia de obligación de la Compañía de Seguros Bólivar S.A. para atender el amparo de suma adicional para pensión de invalidez, contemplado en las condiciones de la póliza”; “Prescripción” y “Ecuménica”.
En cuanto al llamamiento en garantía aceptó los hechos narrados por ING Pensiones y Cesantías, así como las pretensiones de la demanda, pero indicó que la condena que eventualmente se le llegue a imponer no puede ir más allá de los valores garantizados en la póliza.  Cómo excepciones formuló la de “Límite de responsabilidad”.

En la primera audiencia celebrada el 14 de mayo de 2012, la juez de primera instancia, resolvió favorablemente la excepción previa de “No comprender la demanda a todos los litisconsortes necesarios” formulada por la Junta Nacional de Calificación de Invalidez y como consecuencia ordenó la vinculación de la Junta Regional de Calificación de Invalidez, decisión que fue confirmada por esta Corporación en auto de fecha 19 de junio de 2012.

Vinculada al trámite, ésta entidad dio respuesta a la demanda –fls 444 a 448- aceptando los hechos relacionados con la calificación efectuada por esa entidad y la valoración de la patología denominada “gastritis crónica” a la que le asignó el 4.90% y se tuvo en cuenta en la calificación de las deficiencias; los demás hechos manifestó que no eran cierto o no le constaban.  Se opuso a la totalidad de las pretensiones y formuló como excepciones de mérito las que anuncio como “Legalidad de la Calificación”, “Ausencia de error grave” y “Prescripción”.
En sentencia de 28 de marzo de 2017, la funcionaria de primer grado determinó que el dictamen emitido por las Junta Nacional de Calificación de Invalidez convocada al proceso no incurrió en error grave al fijar la pérdida de capacidad laboral del señor Álvaro Zapata González en 47.75%.

A tal conclusión llegó luego de verificar que la Sala Nº 1º de la Junta Nacional de Calificación de Invalidez, al resolver la objeción por error grave formulado contra el dictamen rendido por la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Caldas dentro de este trámite, incurrió en la imprecisión de considerar patologías surgidas con posterioridad a la calificación proferida por su homónima nacional el 26 de junio de 2009, por que la pericia objetada no tuvo la virtualidad de desacreditar la calificación cuya nulidad se pretendió a través de este proceso, razones suficientes para negar las pretensiones de la demanda y condenar en costas al actor.
Oídas las argumentaciones a esta Sala de Decisión le corresponde resolver el siguiente PROBLEMA JURIDICO:

¿Hay lugar a declarar la nulidad parcial del dictamen emitido por la Junta Nacional Calificación de Invalidez demandada, en lo que respecta al porcentaje de pérdida de capacidad laboral?
Con el propósito de dar solución al interrogante en el caso concreto, la Sala considera necesario precisar, el siguiente aspecto:
1. EL DICTAMEN DE LA JUNTA DE CALIFICACION DE INVALIDEZ COMO PRUEBA DENTRO DEL PROCESO JUDICIAL

La Sala de Casación Laboral por medio de las sentencias de 29 de junio de 2005 radicación Nº 24.392, 30 de agosto de 2005 radicación Nº 25.505 y SL 5622 de 9 de abril de 2014 radicación Nº 52.072, ésta última con ponencia de la Magistrada Clara Cecilia Dueñas Quevedo ha enseñado que el dictamen emitido por una Junta de Calificación de Invalidez no es la prueba “calificada y exclusiva” para determinar la disminución de la capacidad laboral, el origen de la calificación y la fecha de estructuración de la misma, pues dicha prueba realmente es un experticio que la ley estableció que fuera practicado por unos determinados entes, sin que constituya en si una prueba solemne.
En ese sentido, el parágrafo 3º del artículo 4º del Decreto 1352 de 2013 establece: “Sin perjuicio del dictamen pericial que el juez laboral pueda ordenar a un auxiliar de la justicia, a una universidad, a una entidad u organismo competente en el tema de calificación del origen y pérdida de la capacidad laboral, el juez podrá designar como perito a una Junta Regional de Calificación de Invalidez que no sea la Junta a la que corresponda el dictamen demandado.”. 
Nótese como la referida norma define que el origen y el grado de la pérdida de la capacidad laboral podrán ser modificados, si se allega al proceso dictamen efectuado únicamente por un auxiliar de la justicia, universidad, entidad diferente competente para ello como por ejemplo el Instituto de Medicina Legal y Ciencias Forenses o en su defecto, una Junta diferente a la que emitió el dictamen demandado; mientras que la fecha de estructuración es una cuestión que puede fijarse a partir de otras pruebas diferentes que pueden ser aportadas al proceso y que no necesitan de conocimientos técnico-científicos. 
2. EL CASO CONCRETO
Sostiene el señor Álvaro Zapata González en la demanda, que la Junta Nacional de Calificación de Invalidez en dictamen de fecha 22 de abril de 2010, lo calificó con una pérdida de capacidad laboral del 47.75%, de origen común, estructurada el 22 de abril de 2010; que el referido dictamen consideró patologías como Hipoacusia neurosensorial, trastorno de ansiedad y otros trastornos de la función vestibular; no obstante, reprocha que no se consideraron otros diagnósticos como: i) disfunción tobarica, ii) hipoacusia neurosensorial biltareal, iii) trastorno vestibular mixto, iv) alteraciones digestivas, v) trastorno del sueño, vi) disminución de la libido sexual, vii) trastorno de irritabilidad, viii) trastorno adaptativo y depresivo y ix) gastritis crónica, esta última tenida en cuenta por la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda, pero ignorada en segunda instancia.
Para determinar si, en efecto, la Junta Nacional de Calificación de Invalidez omitió considerar las patologías que afirma padecía para el momento de la calificación fue solicitado un nuevo dictamen pericial que permitiera establecer “los porcentajes verdaderos de cada enfermedad que padece y la evaluación real de las minusvalías y discapacidades”, prueba que fue decretada por la funcionaria de primer grado en la audiencia respectiva, designando, no a un médico idóneo como lo pretendía la parte actora, sino a la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Caldas, sin que contra tal decisión se presentara objeción alguna.

Antes de analizar la experticia aportada por esta última, es preciso señalar que la parte actora en su demanda nunca cuestionó ni la fecha de estructuración, ni el origen de la discapacidad, por lo tanto, el dictamen que rindiera la entidad designada como auxiliar de la justicia, debía limitarse a  establecer el porcentaje de las patología padecidas por el actor, tal como se precisó al momento de solicitar la prueba.

Sentado lo anterior, habrá que decir que la calificación cuestionada determinó que la demandante había perdido su capacidad laboral en un 47.75%, con fecha de estructuración 22 de abril de 2009, de origen común, en este punto es preciso indicar que a pesar de que la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda fue vinculada al trámite, ninguna objeción contra el dictamen rendido por esa entidad presentó el demandante en el libelo inicial, ni formulo pretensiones en su contra. 
Es así entonces que el dictamen rendido por la Junta Regional de Calificación Caldas, como auxiliar de la justicia dentro del presente asunto - fls 516 y vuelto-, no sólo modificó la fecha de estructuración del 22 de abril de 2009 al 21 de agosto de 2012, sino que también varió el origen de discapacidad del actor,  de común a profesional al ser producto de un accidente laboral, ítems que, como ya se indicó, no se encontraban en discusión; sin embargo, mediante comunicación de fecha 22 de octubre de 2013 –fl 523- la entidad, a petición del juzgado, corrigió la calificación respecto a estos ítems, manteniendo los resultados iniciales.
Respecto al porcentaje de la pérdida de capacidad laboral dictaminó que ésta era igual a 51.19%, al considerar patologías como “TRANSTORNO DEPRESIVO MODERADO, TRANSTORNO VESTIBULAR, GASTRITIS CRÓNICA e HIPOACUSIA BILATERAL”, tal como fue solicitado al momento de decretar la prueba –fl 467-.
Frente a este dictamen, tanto Protección S.A. como la Cía de Seguros Bolívar S.A.  objetaron el dictamen, el primero haciendo notar que sí fueron valoradas por las Juntas Regionales y Nacional las mismas patologías que ahora se califican no debe presentarse la diferencia que ofrece el nuevo dictamen, respecto a los anteriores toda vez que el manual de calificación es uno solo, mientras que la aseguradora indicó que, en relación con la experticia, esta era la única oportunidad para recurrirla, precisando que su inconformidad radicaba en la asignación del nuevo porcentaje de pérdida de capacidad laboral.
Convocada la Junta Nacional de Calificación de Invalidez para que diera trámite a las inconformidades formuladas por los objetantes, en virtud al auto proferido en esta Sede el 4 de febrero de 2015 –fl 560 a 565-, ésta rindió dictamen el día 18 de diciembre de 2015, señalando que, en efecto su homónima de Caldas había incurrido en yerros insuperables, al considerar exámenes diagnósticos realizados al paciente en el año 2013, cuando la valoración debió limitarse a las patología sufridas por el actor hasta el 26 de marzo de 2010, fecha de la calificación cuya nulidad se pretende con éste trámite, por lo que procedió a realizar la valoración teniendo en cuenta dicha limitante.
Es así que, de acuerdo con el Manual Único de Calificación de Invalidez –MUCI-, a los trastornos depresivo y delirante padecidos por el demandante, les fue asignado un porcentaje igual a 10%; el Trastorno Vestibular fue calificado con 15.0%; la Hipoacusia, fue valorada con un 1.1% y a la Gastritis Crónica se le dio un 4.9%, para un gran total de 20.73% de deficiencias, que sumadas a las discapacidades y minusvalías, calificadas con 6.3% y 17% respectivamente, arrojan una pérdida de capacidad laboral final de 43.67%.

Como puede evidenciarse, la Sala de Decisión I de la Junta Nacional de Calificación de invalidez, ajustándose a lo solicitado en este proceso, procedió a analizar los hallazgos consignados en la historia clínica del paciente hasta la fecha del dictamen de su igual, encontrando incluso que el porcentaje asignado a las patologías frente a las cuales se solicitó calificación y las cuales se encuentran referenciadas en el hecho 2.3 de la demanda y las discapacidades y minusvalías, para el 26 de marzo de 2010, resulta inferior al dictaminado con anterioridad por esa entidad en otra de sus Salas.

Así las cosas, no existiendo motivos para restarle validez al dictamen de pérdida de capacidad laboral realizado por la Junta Nacional de Calificación de Invalidez al señor Álvaro Zapata González, como tampoco para cuestionar el experticio rendido por la Sala No 1º de esa misma entidad,  que colaboró como perito en el presente asunto, que fijaron el grado de PCL de éste en 47.75% y 43.67% respectivamente, la sentencia, de primer grado será confirmada, en el entendido que continua vigente la calificación cuya nulidad se pretendía en el libelo introductor.
Sin costas en esta instancia.
En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral Nº 2 del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

RESUELVE

PRIMERO. CONFIRMAR la sentencia proferida por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito el 23 de mayo de 2016.

Sin costas en esta Sede.
Notificación surtida en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente audiencia se levanta y firma esta acta por las personas que en ella han intervenido.

Los Magistrados,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Ponente
FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES                 OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA

                                                                                     Impedida

ALONSO GAVIRIA OCAMPO

Secretario
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